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vención de referencia corresponde al servicio 17, Fondos
FEDER, con una participación del 100%.

Resolución de la Delegación de Innovación, Ciencia y
Empresa de Cádiz por la que se da a conocer la concesión
de una subvención por un importe de 2.103,55 E, a la empre-
sa Inelectri-Cádiz, S.L., para la realización del proyecto:
Implantación y Certificación de Sistemas de Gestión de Calidad
Norma ISO 9001:2000, en la localidad de Cádiz (Cádiz).

CA-106-SYC.

Cádiz, 3 de junio de 2005.- La Delegada, Angelina María
Ortiz del Río.

RESOLUCION de 3 de junio de 2005, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, por la que se hace pública
la subvención concedida al amparo de la Orden que
se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo al
Programa Presupuestario 72A y al amparo de la Orden de
25 de febrero de 2000, por la que se regula la concesión
de ayudas para el fomento de la seguridad y calidad en la
industria. La subvención de referencia corresponde al servi-
cio 17, Fondos FEDER, con una participación del 100%.

Resolución de la Delegación de Innovación, Ciencia y
Empresa de Cádiz, por la que se da a conocer la concesión
de una subvención por un importe de 5.704,73 E, a la empre-
sa Fontanería Corleo, S.L., para la realización del proyecto:
Implantación y Certificación de Sistemas de Gestión de Calidad
Norma ISO 9001:2000, en la localidad de Chiclana de la
Frontera (Cádiz).

CA-89-SYC.

Cádiz, 3 de junio de 2005.- La Delegada, Angelina María
Ortiz del Río.

RESOLUCION de 3 de junio de 2005, de la Dele-
gación Provincial de Cádiz, por la que se hace pública
la subvención concedida al amparo de la Orden que
se cita.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de
la Ley General de Hacienda Pública de la Comunidad Autó-
noma de Andalucía, esta Delegación Provincial ha resuelto
dar publicidad a las subvenciones concedidas con cargo al
Programa Presupuestario 72A y al amparo de la Orden de
25 de febrero de 2000, por la que se regula la concesión
de ayudas para el fomento de la seguridad y calidad en la
industria. La subvención de referencia corresponde al servi-
cio 01, Junta de Andalucía, con una participación del 100%.

Resolución de la Delegación de Innovación, Ciencia y
Empresa de Cádiz, por la que se da a conocer la concesión
de una subvención por un importe de 1.360,80 E, a la empre-
sa Talleres Yeste, S.L., para la realización del proyecto: Adap-
tación al sistema de calidad norma UNE ISO 9001:2000,
en la localidad de Chiclana de la Frontera (Cádiz).

CA-140-SYC.

Cádiz, 3 de junio de 2005.- La Delegada, Angelina María
Ortiz del Río.

CONSEJERIA DE EMPLEO

ORDEN de 22 de junio de 2005, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
presta la empresa Ecoreciclajes de Arcos, S.L., encar-
gada de la recogida de residuos sólidos urbanos y lim-
pieza viaria en el municipio de Arcos de la Frontera
(Cádiz), mediante el establecimiento de servicios
mínimos.

Por el Secretario General de la Federación de Servicios
Públicos de UGT de Cádiz, en representación de la empresa
Ecoreciclajes de Arcos, S.L., encargada de la recogida de resi-
duos sólidos urbanos y limpieza viaria en el municipio de
Arcos de la Frontera (Cádiz), ha sido convocada huelga a partir
del día 29 de junio de 2005, con carácter de indefinida y
que, en su caso, podrá afectar a todos los trabajadores de
dicha empresa.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que la empresa Ecoreciclajes de Arcos, S.L.,
encargada de la recogida de residuos sólidos urbanos y lim-
pieza viaria en el municipio de Arcos de la Frontera (Cádiz),
presta un servicio esencial para la comunidad, cual es el man-
tenimiento de la salubridad, y por ello la Administración se
ve compelida a garantizar dicho servicio esencial mediante
la fijación de servicios mínimos, por cuanto que la falta de
salubridad en dicho término municipal, colisiona frontalmente
con el derecho a la salud proclamado en el artículo 43 de
la Constitución Española.

Convocadas las partes afectadas por el presente conflicto
a fin de hallar solución al mismo y, en su caso, consensuar
los servicios mínimos necesarios, y no habiendo sido esto últi-
mo posible, de acuerdo con lo que disponen los preceptos
legales aplicables, artículos 28.2 y 43 de la Constitución; artí-
culo 10.2 del Real Decreto-Ley 17/1977, de 4 de marzo;
artículo 17.2 del Estatuto de Autonomía de Andalucía; Real
Decreto 4043/1982, de 29 de diciembre; Acuerdo del Consejo
de Gobierno de la Junta de Andalucía de 26 de noviembre
de 2002, Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías; y la doctrina del Tribunal
Constitucional relacionada,

D I S P O N E M O S

Artículo 1. La situación de huelga convocada en la empre-
sa Ecoreciclajes de Arcos, S.L., encargada de la recogida de
residuos sólidos urbanos y limpieza viaria en el municipio



BOJA núm. 125Sevilla, 29 de junio 2005 Página núm. 69

de Arcos de la Frontera (Cádiz), a partir del día 29 de junio
de 2005, con carácter de indefinida y que, en su caso, podrá
afectar a todos los trabajadores de la citada empresa, deberá
ir acompañada del mantenimiento de los servicios mínimos
que figuran en el Anexo de la presente Orden.

Artículo 2. Los paros y alteraciones en el trabajo por parte
del personal necesario para el mantenimiento de los servicios
esenciales mínimos determinados serán considerados ilegales
a los efectos del artículo 16.1 del Real Decreto-Ley 17/1977,
de 4 de marzo.

Artículo 3. Los artículos anteriores no supondrán limi-
tación alguna de los derechos que la normativa reguladora
de la huelga reconoce al personal en dicha situación, ni tam-
poco respecto de la tramitación y efectos de las peticiones
que la motiven.

Artículo 4. La presente Orden entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Sevilla, 22 de junio de 2005

ANTONIO FERNANDEZ GARCIA
Consejero de Empleo

Ilmo. Sr. Director General de Trabajo y Seguridad Social.
Ilmo. Sr. Delegado Provincial de la Consejería de Empleo de
Cádiz.

A N E X O

- 1 camión con la dotación de 1 conductor y 2 peones,
en jornada ordinaria, a fin de realizar los lunes el servicio
del Barrio Bajo, los martes el servicio del Barrio Alto, el miér-
coles el servicio de las Barriadas Rurales, el jueves el servicio
del Barrio Bajo, el viernes el servicio del Barrio Alto y el sábado
el servicio de las Barriadas Rurales.

- 1 camión con la dotación de 1 conductor y 2 peones,
en jornada ordinaria, en días alternos, a fin de realizar el ser-
vicio de la Ruta del Casco Antiguo.

RESOLUCION de 16 de junio de 2005, de la
Secretaría General Técnica, por la que se acuerda el
cumplimiento de la Sentencia dictada por el Juzgado
de lo Contencioso-Administrativo núm. Uno de Sevilla,
en e l r e cu r s o con t enc i o s o - adm in i s t r a t i v o
núm. 754/2004.

En el recurso contencioso-administrativo núme-
ro 754/2004, interpuesto por Vanauto, S.A., contra Resolución
de la Dirección Provincial del Servicio Andaluz de Empleo de
la Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico de la Junta
de Andalucía de fecha 26 de agosto de 2004 que desestimaba
el recurso de reposición interpuesto contra la Resolución de
fecha 22 de junio del mismo año que denegaba la ayuda
para empleo estable prevista en la Orden de 24 de junio de
2002, se ha dictado Sentencia por el Juzgado de lo Con-
tencioso-Administrativo núm. Uno de Sevilla, de fecha 20 de
abril de 2005, cuya parte dispositiva es del siguiente tenor
literal:

«Fallo: Que debo estimar y estimo el recurso contencio-
so-administrativo interpuesto contra la Resolución recurrida
en estas actuaciones, que anulo por no ser conforme a Derecho
y ordeno a la Administración la continuación del procedimiento
de concesión de la ayuda una vez que se declara el derecho
de la entidad actora a la misma. Sin costas.»

Según lo establecido en el artículo 118 de la Constitución
y 17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder
Judicial, y 104 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de
julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
he dispuesto el cumplimiento en sus propios términos de la
expresada sentencia, así como su publicación en el BOJA.

Sevilla, 16 de junio de 2005.- El Secretario General
Técnico, Javier Aguado Hinojal.

CONSEJERIA DE SALUD

ORDEN de 22 de junio de 2005, por la que se
garantiza el funcionamiento del servicio público que
prestan el personal sanitario no facultativo Diplomados
Universitarios en Enfermería y Auxiliares de Enfemería
del Hospital Infanta Margarita de Cabra, Córdoba,
mediante el establecimiento de servicios mínimos.

Por las organizaciones sindicales SATSE y SAE ha sido
convocada huelga que, en su caso, podría afectar al personal
sanitario no facultativo Diplomados Universitarios en Enfer-
mería y Auxiliares de Enfermería del Hospital Infanta Margarita
de Cabra, Córdoba, los días 27, 28, 29 y 30 de junio en
horario de 9,00 horas a 11,00 horas.

Si bien la Constitución en su artículo 28.2 reconoce a
los trabajadores el derecho de huelga para la defensa de sus
intereses, también contempla la regulación legal del estable-
cimiento de garantías precisas para asegurar el mantenimiento
de los servicios esenciales de la comunidad, y el artículo 10
del Real Decreto 17/1977, de 4 de marzo, de Relaciones de
Trabajo, faculta a la Administración para, en los supuestos
de huelgas de empresas encargadas de servicios públicos o
de reconocida e inaplazable necesidad, acordar las medidas
necesarias a fin de asegurar el funcionamiento de los servicios.

El Tribunal Constitucional en sus Sentencias 11, 26 y
33/1981, 51/1986 y 27/1989 ha sentado la doctrina en mate-
ria de huelga respecto a la fijación de tales servicios esenciales
de la comunidad, la cual ha sido resumida últimamente por
la Sentencia de dicho Tribunal 43/1990, de 15 de marzo,
y ratificada en la de 29 de abril de 1993.

De lo anterior resulta la obligación de la Administración
de velar por el funcionamiento de los servicios esenciales de
la comunidad, pero ello teniendo en cuenta que «exista una
razonable proporción entre los servicios a imponer a los huel-
guistas y los perjuicios que padezcan los usuarios de aquellos,
evitando que los servicios esenciales establecidos supongan
un funcionamiento normal del servicio y al mismo tiempo pro-
curando que el interés de la comunidad sea perturbado por
la huelga solamente en términos razonables».

Es claro que el personal sanitario no facultativo Diplo-
mados Universitarios en Enfermería y Auxiliares de Enfermería
del Hospital Infanta Margarita de Cabra (Córdoba), prestan
un servicio esencial para la comunidad, en cuanto este afecta
a servicios sanitarios, cuya paralización puede afectar a la
salud y a la vida de los usuarios de la sanidad y por ello
la Administración se ve compelida a garantizar el referido
servicio esencial mediante la fijación de los servicios mínimos
en la forma que por la presente Orden se determina, por cuanto
que la falta de protección del referido servicio prestado por
dicho personal colisiona frontalmente con los derechos a la
vida y a la salud proclamados en los artículos 15 y 43 de
la Constitución Española.


